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DICTAMEN E  N° 

AUTOS: “Córdoba Cable S.A y otros c/ Provincia  

de Córdoba. Acción declarativa de 

inconstitucionalidad. Expte. Nro. 3571599” 

 

Excmo. Tribunal Superior de Justicia:  

 

 I. En tiempo y forma comparece este Ministerio 

Público a evacuar la vista corrida respecto de la admisión formal de la acción declarativa 

de inconstitucionalidad intentada en autos por Córdoba Cable S.A, Fibra Imagen Rio 

Cuarto S.A, Grupo Posadas S.A y Surcor TV S.A, mediante apoderado.  

 

 II. La legitimación para intervenir de esta Fiscalía 

General surge de los arts. 172 inc. 2 de la Constitución de la Provincia de Córdoba y de 

los arts. 9 inc. 2° y 16 inc. 3 de la Ley Orgánica del Ministerio Público N° 7826, en su 

función de custodio de la jurisdicción y competencia de los tribunales provinciales, así 

como la de dictaminar en todas las causas de jurisdicción originaria del Tribunal Superior 

de Justicia. 

 

 III. Antecedentes 

La acción de inconstitucionalidad se interpone 

contra la Ley de la Provincia de Córdoba Nro. 10.411, la cual en su artículo 1ero, punto 

49 del Título I modifica el Código Tributario Provincial (en adelante CPT) y elimina para 

el ejercicio fiscal 2017 la exención del Impuesto sobre los Ingresos Brutos (en adelante 

“ISIB”), prevista en el inciso 6 del artículo 214 del CTP (Ley 6006 t.o Decreto Nro. 
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400/15), para las actividades de las empresas que presten servicios por suscripción, 

codificados, terrestres, satelitales, de circuitos cerrados y/o toda otra forma que haga que 

sus emisiones puedan ser captadas únicamente por sus abonados.  

Asimismo, hace extensiva esta acción a las normas 

concordantes que formen parte de la misma Ley Provincial o de otras dictadas por la 

Provincia, en especial el art. 13 punto 73003 de la Ley Impositiva Nro. 10.412, en cuanto 

fija la alícuota del 2% para dicho tributo (ISIB). 

Dice que interpone la acción por cuanto la Ley 

impugnada controvierte leyes federales, viola de supremacía de la Constitución Nacional 

y las leyes nacionales sobre las demás normas (art. 31 de la CN), viola el derecho de 

propiedad (art. 17 C.N), el principio de igualdad tributaria  (art. 16 CN) y las Leyes 

Federales Nro. 23.548, 26.522, 27.078 y 26.063, así como los artículos correspondientes 

de la Constitución de la Provincia de Córdoba. 

Solicita, como medida cautelar, se ordene hasta el 

dictado de sentencia definitiva se abstenga el Fisco Provincial de iniciar el procedimiento 

de determinación y/o ejecución extrajudicial y/o judicial del ISIB cuya constitucionalidad 

se impugna. 

Como legitimado pasivo, dirige su acción en contra 

de la Provincia de Córdoba, en su calidad de sujeto emisor de la norma impugnada y 

encargado de la fiscalización y percepción del Tributo cuestionado. 

Respecto de su legitimación, afirma que sus 

mandantes lo están por cuanto son licenciatarias de un sistema de televisión por circuito 

cerrado que está instalado y opera en la Provincia de Córdoba, actividad que pretende ser 

gravada con el Tributo en cuestión que aquí se impugna, conculcando su derecho de 

propiedad, igualdad y libertad de prensa expresamente resguardados tanto por la Carta 

Magna Nacional como por la Constitución Provincial. 
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Funda la competencia de V.E resulta de lo 

prescripto por el art. 165 inc. 1 ap. a) de la Constitución de la Provincia de Córdoba. 

Como normas violadas remite a las Leyes 

Federales Nro. 26.522, 27.078 y 25.063 y los arts. 14, 16, 17, 31 y 75 inc. 30 de la 

Constitución Nacional, así como los arts. 1, 7, 16 inc. 3 y 4, 18, 19 inc. 9, 20, 51, 67 y 71 

de la Constitución Provincial. 

Respecto del carácter declarativo de la acción, 

alude a los precedentes de V.E sobre el punto para afirmar que su parte jamás consintió 

de hecho ni de derecho la aplicación de la norma en entredicho y no abonó el Tributo por 

considerar que no existe causa alguna de imposición, así como que en segundo lugar, no 

hay a la fecha ningún período fiscal del tributo vencido, ni siquiera devengado, ya que 

ello implica la emisión por parte de su mandante de una declaración jurada que no ha 

sido emitida. 

Por ende, concluye que no hay aún perjuicio 

consumado y en consecuencia, lesión constitucional ya operada. Agrega que, no hay vías 

ordinarias que permitan servir de remedio eficaz al ataque constitucional, puesto que no 

existe trámite administrativo de impugnación a las normas provinciales. 

Destaca que el hecho de que una norma esté 

vigente e imponga un Tributo no implica de por sí una lesión, pagar impuestos no es 

lesivo, es lesivo si su parte lo consiente aun violando sus derechos constitucionales, de tal 

suerte que tampoco resultaría jurídicamente lógico ni pertinente que la actora planteara 

“ex ante” una inconstitucionalidad de una norma que todavía no ha sido dictada, que 

resultaría extemporánea por prematura, debido a que no se sabría si el legislador renovará 

“en cliché” como ha sido en definitiva el caso, la norma impositiva anterior, o le 

introducirá modificaciones que pueden tornar a la postre vacua e infundada la lesión 
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constitucional impetrada. 

Como antecedentes, relata: 

- las actoras son sociedades prestadoras del 

servicio de televisión por cable en varias Provincias, en tal carácter, se encuentran 

inscriptas en el Convenio Multilateral a los fines de liquidar el ISIB que correspondería 

pagar o estar exenta en cada jurisdicción. 

- en el caso de la jurisdicción de la Provincia de 

Córdoba y hasta el ejercicio 2016 inclusive, la actividad desarrollada por las actoras 

estuvo exenta del ISIB sin condicionamientos ni limitaciones. En efecto, el art. 214 del 

CTP en su inciso 6 eximia del impuesto en cuestión a los ingresos provenientes de las 

empresas que prestaran servicios de radiodifusión y televisión reglados por la Ley 

Nacional Nro. 22.285 o la norma que la sustituya en el futuro. 

- con el dictado de la ley 10.411 para el año 

2017, se introdujo una reforma sustancial al CTP, de esta manera el punto 49 del Título I 

eliminó la exención regulada en el art. 214 inc. 6 a los ingresos provenientes de aquellos 

sujetos que presten servicios por toda otra forma que hagan que sus emisiones puedan ser 

captadas únicamente por sus abonados. 

- de esta manera, a partir del ejercicio 2017, sus 

mandantes estarían obligadas al pago del ISIB, en virtud de la derogación de las 

exenciones aplicables a la televisión por cable, que es justamente la actividad 

desarrollada por las actoras. 

- con el agregado que la ley 10.411 hace al inciso 

6 del art 214 del CTP, se produce una clara violación al derecho de igualdad en materia 

tributaria que se encuentra garantizado en el art. 16 CN, ello por cuanto la exención sigue 
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vigente para la televisión abierta, no así para la televisión por cable, resultando 

irrazonable la diferenciación, por lo que la aplicación del art. 214 inc 6, 2 párrafo del 

CTP, modificado por la ley 10.411, a partir del 1 de enero de 2017, afecta directamente el 

interés de sus mandates, lesiona su derecho de propiedad, introduce una gabela 

discriminatoria e irrazonable. 

Como normas vulneradas o contradictorias con el 

tributo en cuestión, las cuales son superiores y deben prevalecer (art. 31 CN), menciona a 

la Ley Nacional de Coparticipación Federal, Nro. 23.548 la que, explica, como ley 

federal, es una ley suprema de la Nación  

Como otras normas de carácter federal que se 

encuentran violadas por la existencia del impuesto exigido menciona las leyes nacionales 

26.522 de servicios de comunicación audiovisual (publicada en el BO el 10/10/09) que 

dispone la derogación de la Ley 22.285 de radiodifusión a partir del cumplimiento de los 

plazos señalados en el art. 156 de la  primera; la ley nacional 27.078 (publicada en el BO 

el 16/12/2014) y el decreto del Poder Ejecutivo Nacional 267/2015 (publicado en el BO  

29/12/15), las que constituyen el marco normativo y regulatorio de la actividad 

desarrollada por sus mandantes. 

Explica que dichas normas constituyen la 

reglamentación del art. 75 inciso 14 de la Constitución Nacional, a través de la cual, las 

provincias delegaron en el Congreso Federal la facultad de “arreglar y establecer los 

correos generales de la Nación”. 

Prosigue que la jurisdicción nacional sólo se refleja 

en la potestad de regulación de la actividad de radiodifusión (que incluye a la televisión 

por cable como servicio complementario de radiodifusión), sino también en la potestad 
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de imposición que tiene el gobierno federal, la  inclusión de un tributo como el ISIB bajo 

una estructura similar al gravamen de radiodifusión obstruye una actividad sujeta a 

jurisdicción nacional y, por lo tanto se opone a normas federales y constitucionales sobre 

la materia, debiendo por ello anularse la norma que lo establece. Refiere que el 

establecimiento de un impuesto como el Tributo que arroja un monto similar al gravamen 

de radiodifusión, obstruye una actividad sujeta a jurisdicción nacional y por lo tanto se 

opone a normas federales y constitucionales sobre la materia.  

Alude a cada una de las normas citadas, a lo que se 

remite en el presente. Así como a los derechos y garantías vulnerados.  

Funda la medida cautelar peticionada y hace 

reserva de Caso Federal. 

 

IV.- Opinión de la Fiscalía General 

 a.-V.E. tiene dicho que a los fines de resolver sobre 

la admisibilidad formal de la acción declarativa de inconstitucionalidad, es menester 

analizar si en la especie concurren los presupuestos necesarios para ello, establecidos en 

el art. 165 inciso 1º, apartado "a" de la Constitución Provincial y en el art. 11, inciso 1°, 

apartado "a" y concordantes de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 8435 (conf. TSJ 

Auto  N° 4, 21/02/2013, “Contenidos Mediterráneos S.A. C/ Provincia de Córdoba - 

acción declarativa de inconstitucionalidad”).  

 Cabe señalar al respecto, que la acción directa de 

inconstitucionalidad provincial es una acción sustancial mediante la cual se viabiliza el 

ejercicio de la jurisdicción constitucional en instancia originaria atribuida taxativamente 

al Tribunal Superior de Justicia por la Carta Magna provincial en disposición citada en 

párrafo anterior, que habilita el control directo de constitucionalidad "(...) de las leyes, 

decretos, reglamentos, resoluciones, cartas orgánicas y ordenanzas, que estatuyan sobre 
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materia regida por esta Constitución, y se controviertan en caso concreto por parte 

interesada" (T.S.J. en pleno, Secretaría Contencioso-Administrativa, "Tassile", A.I. nº 

533/96).  

 Sentado ello, corresponde efectuar el examen 

previo de la demanda a fin de determinar si en el caso concurren los presupuestos 

procesales referidos. 

En tal cometido, es menester analizar si en la 

especie concurren los presupuestos establecidos en el artículo 165 inciso 1º, apartado a) 

de la Constitución Provincial y en el artículo 11, inciso 1°, apartado a) y concordantes de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 8435. 

Dicho examen, por mandato constitucional, 

corresponde efectuarlo con un criterio restrictivo, impuesto por el carácter excepcional 

de la intervención originaria y exclusiva del Tribunal Superior de Justicia en pleno, 

dispuesta por el artículo 165, inciso 1, apartado a) de la Constitución Provincial, que 

habilita el control directo de constitucionalidad "...de las leyes, decretos, reglamentos, 

resoluciones, Cartas Orgánicas y ordenanzas, que estatuyan sobre materia regida por 

esta Constitución, y se controviertan en caso concreto por parte interesada..." (cfr. 

doct. TSJ en pleno, Sala Contencioso-administrativa, A.I. Nro. 533/96, in re: Tassile, 

Carlos Alberto y otros..., entre otros).-  

En marras, las accionantes, mediante apoderado, 

pretenden la declaración de inconstitucionalidad del artículo 1ero, punto 49 de la Ley 

Provincial Nro. 10.411, que modifica el Código Tributario Provincial en su art. 214,  

eliminando para el ejercicio fiscal 2017 la exención del Impuesto sobre los Ingresos 

Brutos para las actividades de las empresas que presten servicios por suscripción, 

codificados, terrestres, satélites, de circuitos cerrados y/o toda otra forma que haga que 
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sus emisiones puedan ser captadas únicamente por sus abonados, que ellas despliegan.  

Igualmente, hacen extensiva la acción a las normas 

concordantes que formen parte de la misma ley o de otras dictadas por la Provincia, 

especialmente el art. 13 punto 73003 de la Ley Impositiva Nro. 10412, en cuanto fija 

alícuota del 2% para dicho tributo. 

En tal cometido, cuestionan la regularidad 

constitucional de la norma provincial al denunciar que la modificación hecha al Código 

Tributario afecta garantías consagradas por la Carta Magna y leyes federales, las que 

tienen jerarquía superior a las que dicten las Provincias. 

Así, destaca como normas violadas por la 

existencia del impuesto que ahora le resulta exigible las leyes nacionales Nro. 26.522 de 

servicios de comunicación audiovisual (que deroga la anterior Ley 22.285 de 

radiodifusión) la Ley Nro. 27.078 y el decreto del Poder Ejecutivo Nacional Nro.  

267/2015, sindicando que la jurisdicción nacional se refleja no sólo en la potestad de 

regulación de la actividad de radiodifusión, sino también en la potestad de imposición 

que tiene el gobierno federal, por lo que la inclusión de  un gravamen como el Impuesto a 

los Ingresos Brutos, no sólo obstruye una actividad sujeta a jurisdicción nacional, sino 

que generaría también una múltiple imposición, que resultaría inconstitucional. 

Las actoras, conforme los términos vertidos en la 

acción, deberían afrontar en la Provincia de Córdoba no sólo el gravamen del ENACOM, 

que paga por su actividad desarrollada en todo el país, sino también una carga similar en 

concepto de Impuesto sobre los Ingresos Brutos. 

b.- De la reseña de los agravios precedentemente 

efectuada, se desprende que a los fines de determinar la validez o invalidez constitucional 

del gravamen contenido en el art. 214 del CTP, a partir de la reforma operada por la Ley 

Nro. 10.411 en la disposición cuestionada, resulta necesario previamente analizar 
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normativa federal, tales la exención que sostiene se mantiene vigente respecto a la 

actividad desarrollada por las actoras, más allá de la derogación de la Ley 22.285 por la 

Ley 26.522, así como la transgresión que denuncia al principio de igualdad por violentar 

la modificación local, la norma citada en último término.  

Como lo señalan las mismas accionantes, el control 

de constitucionalidad que se pretende requiere necesariamente de la interpretación y 

aplicación de leyes federales, al obstruir, según refieren, actividad sujeta a jurisdicción 

nacional, para lo cual resulta competente en forma exclusiva la justicia federal por razón 

de la materia, sin que en ello sea conmovido por el carácter local de la norma cuya 

inconstitucionalidad se pretende. 

Ha dicho V.E: “A los fines de determinar la 

competencia federal por razón de la materia debe tenerse presente la triple clasificación 

de las leyes que emanan del Congreso: a) las leyes locales, que son dictadas para tener 

vigencia sólo en la Capital Federal; b) las leyes comunes u ordinarias (derecho común) 

que son los Códigos de fondo...y todas las leyes complementarias de éstos; c) las leyes 

federales o especiales (derecho federal) que son todas las dictadas en ejercicio de los 

poderes delegados por las provincias al gobierno federal, con exclusión de las leyes 

comunes (art. 75, inc. 12)” (HARO, Ricardo: “La Competencia federal”, Lexis Nexis, 

Bs. As. 2006, pág. 112). 

Ahora bien, mientras que el derecho común o leyes 

comunes corresponde su interpretación y aplicación a la justicia federal o provincial, 

según que las personas o cosas caigan bajo sus respectivas jurisdicciones, la 

interpretación y aplicación de las leyes federales corresponde en forma exclusiva a la 

justicia federal. 

Señala Haro que: “...la competencia ‘en razón de 
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la materia’ (ratione materiae) sólo procede respecto de las normas federales o de meras 

cláusulas federales insertas en leyes comunes siendo en consecuencia en estos casos 

competentes de modo exclusivo los tribunales federales” (HARO, Ricardo: op. cit., pág. 

113). 

Asimismo, cabe resaltar lo dicho por la Corte en 

cuanto a que: “Es competente la justicia federal para entender en la demanda cuya 

finalidad es que se declare la nulidad de las decisiones y actos de la demandada 

tendientes a instalar una estación de televisión fundada en que fueron adoptados en 

infracción del derecho federal que emana de la ley 22.285” (Fallos: 313:1415). (TSJ, 

Auto Nro. 80, 17.07.2007, in re: “Córdoba Cable S.A. Plantea acción de 

inconstitucionalidad”),  resolviendo en el precedente citado la competencia de la justicia 

federal para entender en la acción allí planteada. 

Por todo ello, se concluye que la vinculación entre 

la pretensión de control de constitucionalidad de la norma local y las leyes federales que 

se traen para fundarla, requiere de la interpretación y aplicación exclusiva de éstas 

últimas, derivándose de ello la incompetencia de V.E para entender en los presentes.  

 Tenga V.E por evacuada en legal tiempo y forma 

la vista corrida. 

 

Fiscalía General,     de  abril de 2017. 

 

 

 

 

 



                                                                                      
 

- 11 - 
 

 

   

 

  

 

 

 


